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  DOMINGO FELIPE CAVALLO


  ESTANFLACIÓN


  Inflación con recesión.


  Cómo evitar un nuevo “Rodrigazo”

  y otros peligros de la economía kirchnerista


  Sudamericana


  A Daniel, Benjamín y Francesca


  PRÓLOGO


  La inflación está de vuelta entre nosotros. Se trata de un fenómeno que todos percibimos, sea cual fuere nuestra ideología política. Estemos a favor o en contra del gobierno actual. Más allá de lo que informa el INDEC. Lo sabe cualquier ama de casa al volver de hacer sus compras en el supermercado. Lo sabe cualquier ejecutivo que tiene que revisar una y otra vez sus precios porque han subido sus costos. Lo sabe cualquier asalariado cuando encuentra que su dinero se acaba antes de lo previsto.


  Hasta casi la mitad del siglo XX, la economía argentina generalmente fue estable. Seguramente pocos lectores de este libro recordarán aquella época. Para quienes vinimos después, la mayor parte de nuestra vida transcurrió en una Argentina azotada por la inflación.


  La gente común que me encuentra por la calle, quienes me escriben a mi blog personal (www.cavallo.com.ar), los empresarios, los periodistas, los políticos, me preguntan una y otra vez si viviremos nuevamente varias décadas de inflación o si esta vez encontraremos el remedio mucho antes que en otras ocasiones. Me preguntan qué pienso acerca de esta nueva experiencia inflacionaria: ¿seremos capaces de librarnos de la enfermedad sin pasar por un agravamiento? ¿Habrá un nuevo Rodrigazo, aquel ajuste inolvidable de 1975? ¿Se descontrolará la inflación y caeremos nuevamente en el trauma doloroso de la hiperinflación?


  Pero la pregunta principal es simple: ¿qué hay que hacer para evitar que la inflación explote?


  La inflación es una enfermedad crónica que se metió en nuestra economía a mediados de la década del 40. Entre 1945 y 1974, la inflación fue alta, bastante más alta que en el resto del mundo, pero en muy pocas oportunidades salió del rango del 10 al 30% anual. Entre 1975 y 1990, saltó a niveles superiores al 100% anual, con permanente tendencia al descontrol, para terminar en hiperinflación. Es decir, en un fenómeno caracterizado por la desesperación de la gente por desprenderse de la moneda nacional y cambiarla por bienes o monedas extranjeras. Entre marzo de 1989 y marzo de 1990 la inflación fue de más del 20.000% anual.


  A pesar de que durante los 90 conquistamos la estabilidad, hoy en la Argentina vivimos en una situación no muy diferente a la de la primera mitad de los 70, cuando la inflación todavía no era explosiva, pero estaba peligrosamente reprimida por controles e intervenciones distorsivas del Estado en casi todos los mercados.


  Hasta 1975 sólo algunos economistas profesionales hablaban de la inflación como un problema serio. Pero ahora, tal como había ocurrido entre 1975 y 1990, toda la gente está preocupada por este flagelo y manifiesta desasosiego y angustia.


  El fenómeno inflacionario ha sido muy estudiado por los economistas. Cualquier libro de texto de macroeconomía explica que si en una economía aumenta la cantidad de dinero que se pone en el bolsillo de la gente, ese dinero de nueva emisión, utilizado para comprar una cantidad fija de bienes ofrecidos, eventualmente llevará a un aumento del precio de esos bienes y no mejorará el nivel de vida de aquellos a los que se trató de beneficiar. Después de todo, el dinero es sólo un instrumento y no se puede hacer magia con él.


  Cuando los gobiernos deciden aumentar salarios con emisión monetaria, en realidad lo que desean es que aumente la cantidad ofrecida de bienes y no sus precios. En la práctica, es probable que mientras algunos precios aumenten, otros lo hagan más lentamente. Para estos bienes cuyos precios tardan en aumentar, la mayor cantidad de dinero estimula la demanda y la producción. Este efecto es más fuerte, por ejemplo, si el país tuvo una experiencia reciente de estabilidad, si hay desocupación inicial de recursos productivos o si se introducen controles artificiales de precios. Ese efecto inicial se manifiesta como una suerte de inflación benigna, porque mejora la disponibilidad de bienes para la gente que consiguió el aumento inicial de ingresos.


  El problema se presenta cuando la inflación tiende a generalizarse y todo el aumento de la cantidad de dinero se transforma en aumento de precios, en la misma proporción o, peor aún, en proporciones mayores al aumento inicial de la cantidad de dinero y de los salarios. Esto ocurre porque, ante el aumento de precios, la gente se asusta y trata de gastar su dinero más rápidamente. Los controles de precios dejan de ser efectivos, ya que generan distorsiones, falta de inversión y escasez. Es en esa etapa cuando la inflación muestra toda su perversidad.


  Esto es todo lo que voy a decir en este libro sobre la teoría económica de la inflación.


  Las consecuencias económicas de la inflación son graves. Pero las morales y las espirituales son aun más graves. Y son estas consecuencias las que llevan a toda la gente, no sólo a los economistas, a preguntarse con ansiedad cuánto tiempo llevará esta vez volver a la estabilidad.


  El propósito de este libro es demostrar que la inflación es un engaño generalizado que afecta a toda la sociedad. A medida que en una economía hay más inflación, las personas son engañadas de manera frecuente y reiterada, lo que crea un clima cada vez más angustiante de desconfianza e inseguridad. Este clima no tarda en extenderse a casi todas las relaciones interpersonales de la vida social.


  La inflación es una suerte de robo serial facilitado por el engaño. Cuando hay inflación, quien más y quien menos, roba a, y es robado por, otras personas… y el gobierno les roba a todos. Se trata de un robo encubierto, un robo del que la víctima se da cuenta recién después de un tiempo. Cuando ello ocurre, quienes han sido robados sienten el impulso de tomar revancha… robando a otros, hasta que estos últimos se den cuenta y reaccionen de la misma forma. Y así sucesivamente la enfermedad se va haciendo más y más contagiosa. Más virulenta y más cruel.


  Este fenómeno lleva a que funcionen cada vez peor las instituciones que deberían organizar la vida en sociedad.


  La inflación atenta contra la determinación por parte del Congreso Nacional de qué impuestos y qué tasas impositivas deben pagar los contribuyentes. Se constituye en un impuesto no legislado que pagan todos los que tienen algún ingreso monetario en la sociedad. Y pagan más mientras más ahorran en moneda nacional.


  Además, la inflación atenta contra la justicia, no sólo en materia económica, sino también en materia de delitos contra la sociedad, como los que cometen los funcionarios corruptos y las personas que tienen suficiente capacidad y falta de escrúpulos para corromper a los funcionarios públicos. Esconde los actos de corrupción y les brinda impunidad.


  Asimismo, la inflación alienta la organización corporativa de la sociedad y corroe los mecanismos de la democracia participativa, en la que las corporaciones y no los ciudadanos tienen influencia decisiva en las decisiones políticas de los gobernantes. Quienes más pierden son los ciudadanos que no se organizan corporativamente para defender los intereses de su sector y evitar ser víctimas de la puja distributiva despiadada.


  Caracterizada como una suerte de robo serial facilitado por el engaño, alguien podría estar tentado de argumentar que para erradicar la inflación de la sociedad son necesarios actos de arrepentimiento y compromiso individual, que hagan que cada uno de los miembros de la sociedad incorpore frenos morales que lo lleven a no robar y a no mentir.


  El argumento y la propuesta consiguiente serían válidos si el origen de la inflación fuera una suerte de perversión generalizada. Pero no así. Las sociedades que sufren inflación no están integradas por personas menos virtuosas, en promedio, que las de las sociedades más estables.


  Los que introducen el virus de la inflación son los gobiernos que apelan al engaño para producir algunos beneficios, a veces a favor de sectores importantes y postergados de la sociedad y, en otras oportunidades, para esconder transferencias injustas de riqueza y actos de corrupción; pero que siempre tienen el mismo efecto final: confunden a la gente, haciéndole creer que los beneficios que producen no tienen costos para las familias más humildes y que son sostenibles en el tiempo.


  Cuando la población advierte que se trata de un engaño, la inflación no desaparece, porque el virus introducido por el gobierno ya ha desarrollado un peligroso mecanismo de contagio que dificulta su tratamiento, incluso por parte de nuevos gobiernos que quieran sinceramente liberar a la sociedad de este flagelo.


  Los mecanismos de contagio no son sólo económicos. La acentuación de los rasgos corporativos de la sociedad en detrimento de la participación ciudadana típica de las democracias participativas crea vías políticas de contagio inflacionario.


  Escribo este libro para ayudar a entender la naturaleza de esta terrible enfermedad social y para que seamos capaces de elegir y luego apoyar a gobiernos que tengan el firme propósito de encontrar una cura.


  Finalmente, algunas palabras acerca de mí mismo y de mi propia experiencia. Me he equivocado muchas veces a lo largo de mi vida profesional y política. En este texto dedico varias páginas a mencionar y explicar mis errores así como los de aquellos presidentes a quienes he acompañado y tratado honestamente de ayudar, Carlos Menem y Fernando de la Rúa.


  Las argentinas y los argentinos me conocen bien. Podrán compartir o no lo que he hecho desde la función pública cuando me tocó ocupar el Ministerio de Economía. Pero saben que la lucha contra la inflación ha sido una de mis mayores obsesiones.


  He dedicado toda mi vida a estudiar el problema de la inflación. He leído prácticamente todo lo que se ha escrito sobre este fenómeno económico. He conversado con los principales economistas del planeta en foros y universidades prestigiosas. He tratado de comprender, de pensar. He discutido y he cambiado mis opiniones cuando entendí que estaba equivocado. Creo que he aprendido de mis errores


  Este libro es fruto del trabajo de años. Lo publico con humildad, dirigido básicamente a las ciudadanas y los ciudadanos de mi país que hoy están angustiados porque no saben cómo será el futuro de su economía. A la gente común, que es la primera víctima, la que más ha sufrido cada vez que la inflación se instaló entre nosotros.


  Domingo Felipe Cavallo


  Octubre de 2008


  AL COMIENZO, LA INFLACIÓN PARECÍA BENIGNA


  La primera gran experiencia inflacionaria, aquella que duró más de cuatro décadas, tuvo su origen en políticas que tenían un objetivo popular o de justicia social, pero se basaron en intervenciones del Estado en la economía que impidieron su crecimiento sostenido y no consiguieron que los resultados redistributivos iniciales se mantuvieran en el tiempo.


  Los dos episodios que introdujeron la inflación, primero como fenómeno controlable durante un período de tres décadas y luego como problema mucho más agudo e intratable, por un lapso de quince años, fueron la estrategia de los gobiernos de Juan Perón, entre 1946 y 1949, el primer episodio, y entre 1973 y 1975, el segundo.


  En ambas oportunidades la estrategia fue la misma. Alentar el aumento de los salarios de los trabajadores en relación de dependencia, tratando de que, al mismo tiempo, no aumentara el precio de los alimentos y de los servicios públicos ni disminuyera el empleo en la industria manufacturera, la construcción y los servicios privados.


  El instrumento principal para producir estos resultados fue la activa intervención del Estado en la fijación de los precios de los bienes y servicios, no sólo en las actividades reguladas, como la de los servicios públicos, sino también en muchos mercados de bienes y servicios ofrecidos en competencia.


  Esta intervención aseguraba que los precios relativos de la economía se movieran en la dirección deseada por el gobierno, aun cuando las tendencias del mercado habrían determinado un curso diferente.


  Otro instrumento para asegurar un alto nivel de actividad en la construcción y en las actividades orientadas al mercado interno fue el aumento de la emisión monetaria y del gasto público, hubiere o no recursos fiscales para financiarlo.


  Si los recursos fiscales no eran suficientes, el aumento del gasto público se financiaba con emisión monetaria del Banco Central. Cuando el presupuesto lograba mantenerse equilibrado, el Banco Central emitía dinero para que aumentara el financiamiento disponible para el sector privado, de manera que la falta de crédito no frenara la expansión del empleo.


  En los episodios de 1946-1949 y 1973-1975, la estrategia coincidió con un período de términos del intercambio exterior muy favorables, que comenzaron a revertirse precisamente en 1949 y 1975, respectivamente.


  Mientras los términos del intercambio fueron muy favorables, el aumento del gasto público se pudo financiar a través del aumento de la recaudación, sobre todo de la proveniente de las actividades de exportación. Cuando el ciclo externo favorable se revirtió apareció un fuerte déficit fiscal.


  Finalmente, el tercer instrumento utilizado para impedir que los aumentos de costos laborales disminuyeran el empleo fue la protección de la industria manufacturera para que no tuviera que enfrentar la competencia de las importaciones.


  De esta forma, los bienes de origen industrial, que no habían logrado transformarse anteriormente en bienes de exportación, consiguieron niveles de precios superiores a los internacionales.


  Este fenómeno no ayudaba a mejorar los salarios reales, pero el mantenimiento de precios bajos para los alimentos y los servicios públicos compensaba con creces el efecto negativo sobre el costo de la vida de los precios de la indumentaria, el calzado, los electrodomésticos y muchos otros bienes industriales.


  Mientras se consiguiese mantener bajos los precios de los alimentos y los servicios públicos, no sería difícil mantener la protección a la industria manufacturera y lograr altos niveles de empleo.


  En estos dos episodios, los índices de precios registraban cierta inflación, todavía moderada, y aparentemente benigna, porque los que más aumentaban eran los salarios y los precios de los bienes intensivos en la utilización de mano de obra.


  La fuerte expansión de la demanda de todo tipo de bienes y servicios, apuntalada por el aumento del gasto público y la emisión monetaria, permitía que todos los precios que inicialmente habían quedado rezagados pudieran subir también, con lo que las ganancias iniciales de los asalariados comenzarían a anularse.


  Quedaba, por cierto, el estímulo a la producción de muchos bienes cuyos productores pudieron aumentar los precios antes de que se incrementaran sus costos. Por eso parecía que la economía crecía rápidamente.


  Muchos argentinos recuerdan con nostalgia estos dos episodios durante los cuales la inflación existió, pero pareció benigna. Por eso en la Argentina no pocos dirigentes políticos, algunos muy importantes, han creído que “es bueno que haya un poco de inflación”.


  LA INFLACIÓN SE TORNA PERVERSA


  Pronto aparecieron síntomas de que se estaba incubando el virus de la inflación no benigna. El impulso inicial iba desapareciendo a medida que la inflación se generalizaba y un mayor número de productores enfrentaba aumentos de costos iguales o incluso mayores que el incremento inicial de precios.


  La gente comenzaba a darse cuenta de que sus ahorros monetarios se desvalorizaban y se desesperaba por comprar bienes. El precio de los bienes aumentaba con más rapidez y, en no pocos casos, los bienes escaseaban.


  Ante esta realidad, que comenzaba a mostrar la perversidad de la inflación, la primera reacción del gobierno que había impulsado la inflación en el entendimiento de que sería un fenómeno benigno consistió en la intervención del Estado en la economía, para fijar precios de alimentos y servicios públicos y castigar el desabastecimiento.


  En los casos en que se sospechaba que el sector privado, particularmente el de propiedad de extranjeros, no produciría en las condiciones requeridas por el Estado, se avanzó hacia la estatización de las empresas. Esto ocurrió en los dos casos registrados por la historia argentina antes de 1990, tanto en el período 1946-1949 como en el de 1973-1975.


  Esta reacción del gobierno, que pretendía evitar que la inflación se transformara en una enfermedad maligna, sólo consiguió crear un fenómeno de inflación reprimida que, sin librar a la economía del virus contagioso, logró adormecerlo por un tiempo.


  En el primer caso, la inflación pudo reprimirse hasta finales de 1955, es decir por un período de casi diez años. En el segundo, la inflación reprimida apenas pudo sobrevivir alrededor de dos años, entre mediados de 1973 y mediados de 1975.


  En ambos casos, finalmente la inflación reprimida se transformó en inflación abierta, y mucho más alta que la del período en que la inflación aparentemente benigna había comenzado a evidenciar signos de malignidad.


  Entre 1955 y 1958 el nivel general de precios aumentó 333%, y hubo un pico de inflación anual del 118% en 1959. El mismo fenómeno ocurrió entre 1974 y 1976, cuando el nivel general de precios saltó un 1.336%, con un pico de inflación de 440% anual en 1976.


  EL PRIMER EPISODIO DE INFLACIÓN REPRIMIDA


  Durante los diez años en los cuales estuvo reprimida, a lo largo de los dos primeros gobiernos peronistas, la inflación tuvo severas consecuencias económicas y políticas.


  Las consecuencias sociales más negativas se percibirían en el momento en que la inflación reprimida se volvió abierta, con consecuencias que golpearon no sólo a los trabajadores activos sino también a los jubilados de entonces y de quienes se jubilaron en años posteriores.


  El régimen monetario que enmarcó este largo período de inflación reprimida se caracterizó por un estricto control de cambios, es decir por el control estatal de la compra y venta de divisas, conforme a reglas administrativas de asignación en lugar de reglas de mercado; y por un sistema de cambios múltiples, es decir diferentes precios para las divisas extranjeras, según el origen o el destino de las mismas.


  Con semejante régimen monetario, el peso moneda nacional que existía entonces no podía ser canjeado libremente por monedas extranjeras.


  Y cuando se autorizaba un canje, el mismo debía hacerse al tipo de cambio fijado por el Banco Central, según el origen de la divisa a comprar por esa institución o el destino de la divisa a ser vendida por la autoridad monetaria. Como en todos los lugares del mundo en que existió este régimen monetario, no tardó en aparecer el mercado negro de monedas extranjeras, en el que se realizaron muchas transacciones fuera de la ley. La brecha entre la cotización de las monedas extranjeras y las cotizaciones oficiales era un primer indicador de la magnitud de la inflación reprimida.


  A lo largo de los diez años, los tipos de cambio oficiales se mantuvieron fijos en relación con el dólar estadounidense, con un tipo de cambio mucho más bajo para los productos de exportación agropecuarios y para las importaciones consideradas esenciales, en comparación con el tipo de cambio para el resto de las exportaciones e importaciones y para los movimientos de capitales.


  El tipo de cambio bajo para las exportaciones agropecuarias perseguía el objetivo de evitar que aumentaran los precios de los alimentos, o al menos que no aumentaran al ritmo de los salarios y de los precios de los bienes industriales y los servicios privados.


  También se mantuvieron virtualmente congelados los precios de los combustibles y los servicios de energía eléctrica, transportes y comunicaciones.


  Vendiendo a estos precios, las empresas públicas que prestaban estos servicios tenían pérdidas. En consecuencia, el Estado comenzó a cubrir sus déficits y a proveer financiamiento presupuestario para sus inversiones esenciales. Este financiamiento fue una de las tantas causas de aumento del gasto público.


  Las importaciones consideradas no esenciales estaban prohibidas o restringidas por permisos previos de importación, de manera que los precios de los bienes industriales así protegidos de la competencia externa podían aumentar los precios al nivel que le permitiera la demanda interna.


  Cuando el gobierno veía que algunos precios industriales habían aumentado demasiado, imponía precios máximos. Pronto comenzaron a aparecer los fenómenos de desabastecimiento y el mercado negro para muchos productos.


  Para contrarrestar este fenómeno, se sancionó una severa ley destinada a castigar el “agio y la especulación” que incluía penas de prisión de cumplimiento efectivo para los infractores.


  Con el fin de administrar este complejo sistema cambiario, vinculado a un no menos complejo sistema de comercio exterior, se creó el Instituto Argentino de Promoción del Intercambio (IAPI), que en los tiempos del golpe militar que derrocó a Perón era identificado como el símbolo de la corrupción.


  El sector público comenzó a ser deficitario a medida que aumentaron los gastos y empezó a resentirse la recaudación, por la reversión de la tendencia favorable en los términos del intercambio y por los efectos distorsivos de la intervención del Estado en los mercados, que muchos empresarios trataron de neutralizar dejando de pagar impuestos.


  Ese déficit del sector público se financió con los ahorros de los trabajadores en las recientemente creadas cajas de jubilaciones.


  En aquellos años eran muchos más los trabajadores activos, que hacían sus aportes junto a los de sus empleadores, que los jubilados.


  Esta relación cambió mucho desde fines de los 50, pero a lo largo de los diez años que duró este primer episodio de inflación reprimida las cajas tuvieron superávit que permitieron el financiamiento del presupuesto público.


  A pesar de que no era necesario que el Banco Central financiara las actividades del gobierno con emisión monetaria, ésta fue muy elevada porque la estrategia gubernamental en relación con el sector privado incluía el otorgamiento de crédito bancario a bajas tasas de interés.


  Este crédito no tenía su origen en la acumulación de ahorros de las personas en el sistema bancario sino en la emisión monetaria del Banco Central, a través de los denominados “redescuentos” de cartera.


  Los bancos que daban los préstamos en las condiciones dictadas por la autoridad monetaria iban con el listado de los créditos otorgados y los redescontaban en el Banco Central. De esta forma conseguían el financiamiento, aunque no tuvieran depósitos suficientes como para sostenerlos.


  El otorgamiento de créditos bancarios a tasas bajas fue una herramienta clave para que los productores agropecuarios y los empresarios a los que se obligaba a vender sus productos a precios mucho más bajos que los que hubiera determinado un sistema de mercados libres siguieran invirtiendo y produciendo.


  Por supuesto que, de todas formas, invertían y producían mucho menos de lo que habrían producido si los precios libres les hubieran generado un mejor flujo de fondos propios.


  Con semejante expansión monetaria, de no haber existido los congelamientos de tarifas, los tipos de cambio discriminatorios contra la agricultura y la ganadería y los controles de precios acompañados por las sanciones contra el agio y la especulación, la inflación hubiera sido mucho más alta de lo que fue en este período de diez años.


  Pero lamentablemente la inflación no había desaparecido, simplemente estaba siendo “reprimida”. (Espero que a esta altura los lectores ya hayan comprendido el significado de esta expresión, no muy utilizada en la discusión política de las cuestiones económicas y que no definiera cuando la introduje por primera vez en este libro. Sabía que, cuando llegáramos aquí, ya tendría un significado claro.)


  Retomo ahora el tema de las consecuencias económicas, políticas y sociales, todas muy negativas, de la inflación reprimida durante estos diez años.


  LAS CONSECUENCIAS ECONÓMICAS



  La consecuencia económica negativa más clara de la inflación reprimida fue el estancamiento económico de la Argentina en comparación con muchos países del mundo que, aun sin contar con los recursos naturales y humanos de nuestro país y que en décadas anteriores habían tenido un desempeño inferior al nuestro, nos superaron rápidamente en materia de mejoramiento del nivel y la calidad de vida de sus habitantes.


  En un estudio de historia contrafáctica que hice en colaboración con Yair Mundlak, quien había sido mi profesor en la Universidad de Harvard y que dedicó su vida a la investigar la relación entre la agricultura y el crecimiento de las economías, mostramos que las políticas aplicadas por la Argentina determinaron que los rendimientos de los cultivos, que en décadas anteriores habían crecido al mismo ritmo que en Estados Unidos, Canadá y Australia, a partir de mediados de los 40 comenzaran a rezagarse en nuestro país en comparación con los rendimientos alcanzados por los cultivos en aquellas naciones.


  Esto ocurrió precisamente en un período de fuertes avances tecnológicos a escala global, que no fueron introducidos en la Argentina porque los agricultores no tenían incentivos ni recursos para hacerlo.


  Los cambios tecnológicos siempre requieren una fuerte inversión y los mecanismos utilizados para reprimir la inflación, en lugar de alentar la inversión, llevaron a una fuerte descapitalización del sector que más potencial tenía en la economía argentina.


  El rezago de la productividad por falta de inversión eficiente ocurrió también en los sectores de la energía, los transportes y las comunicaciones. Esto se debió a que las empresas del Estado, que también fueron afectadas por las medidas destinadas a reprimir la inflación, no demostraron eficiencia y fueron escenario de muchos casos de corrupción.


  Los aportes presupuestarios para cubrir los déficits de las empresas del Estado y financiar su inversión se transformaron en gastos públicos improductivos más que en inversión pública eficiente.


  Estos resultados de la gestión empresarial pública no se pueden explicar por el carácter estatal de la propiedad de las mismas, sino por el esquema de incentivos al que estuvieron sometidas por los instrumentos represores de la inflación.


  La experiencia de las empresas estatales de países en los que se permitió a esas empresas desarrollar sus actividades con reglas de mercado, o sujetas a regulación racional, como las que permiten la eficiencia de las empresas privadas, demuestra que no son necesariamente ineficientes ni se transforman inexorablemente en antros de corrupción.


  Por consiguiente, los malos resultados observados en la Argentina deben ser atribuidos a las mismas distorsiones que provocaron el atraso agropecuario más que al carácter estatal de la propiedad.


  LAS CONSECUENCIAS POLÍTICAS



  Las consecuencias políticas de los mecanismos que reprimieron la inflación fueron tan negativas como las económicas.


  El empresariado urbano y rural que sufría los controles de precios y estaba sometido a la ley del agio y la especulación se unió a los terratenientes y a las grandes empresas privadas que desde el comienzo habían hecho fuerte oposición al gobierno peronista.


  Lo mismo ocurrió con muchos profesionales y comerciantes que se sumaron a la oposición, la que lejos de definirse como radical, conservadora o socialista se transformó, simplemente, en antiperonista.


  En la prédica del antiperonismo se comenzó a identificar la legítima aspiración de la redistribución del ingreso a favor de los asalariados y de los pobres con manejos discrecionales, ineficientes y corruptos.


  Esta identificación hizo que lo que había sido la interacción natural de sectores sociales que deberían complementarse para que la sociedad avanzara se transformara en permanente conflicto social.


  El creciente antiperonismo se convirtió en antisindicalismo, lo que volvió cada vez más conflictiva la relación entre los grupos fuertemente corporativos en los que terminó dividida la sociedad.


  Estas divisiones, a las que se sumaron sectores de las fuerzas armadas, también crecientemente antiperonistas, signaron varias décadas de conflictos políticos cada vez más violentos.


  Es una simplificación extrema atribuir estos fenómenos políticos a los mecanismos que introdujeron la inflación reprimida en la economía. Pero la falta de transparencia y las arbitrariedades que emergen de este tipo de intervención del Estado en la economía se sumaron a muchas otras causas, no necesariamente económicas, de los crecientes conflictos que caracterizaron a nuestra sociedad.


  Lo cierto es que la Argentina vivió, a partir de esta experiencia, varias décadas de inflación abierta, lacerantes injusticias sociales y creciente violencia política.


  LAS CONSECUENCIAS SOCIALES



  Mientras la inflación pudo ser reprimida se mantuvieron pautas de distribución de ingreso favorables a los trabajadores y las familias humildes, tal como se lo había propuesto Perón.


  Las consecuencias sociales negativas, en forma de redistribución mucho más regresiva del ingreso y aumento de la pobreza, se verían después, cuando la inflación dejara de ser reprimida para transformarse en abierta.


  Desde fines de 1955 hasta principios de 1959 se fueron eliminando la mayoría de las intervenciones distorsivas del Estado en los distintos mercados.


  Se adoptó el régimen monetario vigente en la mayor parte del mundo, con un sistema de tipo de cambio único, sólo diferenciado a través de aranceles a las importaciones e impuestos sobre algunas exportaciones, con controles cambiarios cada vez menos restrictivos, hasta llegar a la completa convertibilidad monetaria a partir de 1959.


  Simultáneamente se fueron eliminando los controles de precios y se ajustaron las tarifas de los combustibles y de los servicios públicos de manera de reducir el impacto presupuestario de los déficits de las empresas estatales.


  Para no afectar de manera demasiado negativa el nivel de actividad, el Banco Central no aplicó políticas monetarias muy restrictivas, pero hubo un control mayor de la expansión monetaria que en los años anteriores.


  Los salarios reales comenzaron a caer y aumentaron los índices de pobreza. Los que más sufrieron las consecuencias del incremento de la inflación fueron los jubilados, no sólo los que ya lo eran en esa época sino los que se jubilarían en el futuro.


  Esto ocurrió porque las deudas del gobierno con las cajas de jubilaciones, que habían sido pactadas sin ajustes por inflación y a tasas bajas de interés, se desvalorizaron de manera dramática justo cuando las cajas de jubilaciones comenzaban a ser deficitarias por la disminución del número de trabajadores activos contribuyentes en relación con el número de jubilados.


  Lamentablemente este proceso se produjo en medio del odio extremo entre peronistas y antiperonistas, lo que hizo que a la gente le fuera imposible identificar el origen de sus males y asignar las respectivas responsabilidades políticas con acierto.


  Los trabajadores y las familias humildes atribuían los males sociales al golpe militar que había derrocado a Perón y a la ideología liberal de los economistas que habían comenzado a influir en los gobiernos que lo sucedieron.


  A su vez, los antiperonistas asignaban todas las responsabilidades a “la demagogia y la corrupción” del régimen peronista, al que atacaban más por su autoritarismo que por sus políticas económicas.


  De hecho, la ideología económica del radicalismo y del socialismo, e incluso la que predominaba entre los miembros de las Fuerzas Armadas, no parecía muy diferente de la que había predicado Perón.


  Esta confusión popular sobre “quién era responsable de qué” nunca fue más fuerte que en los años en que gobernó Arturo Frondizi, un presidente radical que, habiendo sido elegido con apoyo del voto peronista y que se había comprometido a devolverles la legalidad a los sindicatos obreros, durante su primer año debió soportar el pico histórico de inflación.


  Fue Frondizi quien lanzó el primer plan ambicioso de estabilidad y desarrollo, objetivos económicos que la Argentina necesitaba encarar sin demoras, pero que no podría alcanzar durante las tres próximas décadas, al menos no de manera duradera.


  A pesar de que el plan de Frondizi no logró erradicar de la economía el flagelo inflacionario, estuvo cerca de lograrlo y sentó las bases de un crecimiento sostenido durante casi una década luego de una recesión que se debió más a los acontecimientos políticos que a los lineamientos económicos.


  Frondizi contribuyó al crecimiento de la economía a lo largo de la década del 60 porque facilitó un impresionante proceso de inversión y modernización, tanto en las ramas de la energía y la infraestructura como en la industria manufacturera y el sector agropecuario.


  Lamentablemente, la baja tasa de ahorro disponible para financiar la inversión, que era una consecuencia de tantos años de inflación desalentadora del ahorro, así como la falta de seguridad jurídica que advirtieron los inversores extranjeros cuando luego de la caída de Frondizi se anularon los contratos petroleros en medio de una prédica xenófoba y anacrónicamente nacionalista, limitaron las inversiones en los años siguientes.


  Estas circunstancias no permitieron que la tasa de inversión fuera todo lo alta que requería un proceso de crecimiento como el que se estaba produciendo en Europa y Japón, y que comenzaba a darse en varios países asiáticos y en algunos de nuestros vecinos latinoamericanos, como México y Brasil.


  Entre 1960 y 1972 la tasa de inflación fue moderada y nunca se descontroló, pero tampoco bajó de los dos dígitos anuales. La economía no estuvo libre del flagelo inflacionario, pero al menos logró controlarlo sin que se repitieran episodios significativos de inflación reprimida.


  Por eso el desempeño de la economía en materia de crecimiento económico fue mejor que en la década anterior.


  EL SEGUNDO EPISODIO DE INFLACIÓN REPRIMIDA


  El tercer gobierno peronista conquistó el poder por las urnas en un momento en el que no sólo en la Argentina, sino también en los países avanzados del mundo, se pensaba que no se podía eliminar la inflación con políticas macroeconómicas y libertad de mercados sino que se necesitaban “políticas de ingreso”, un eufemismo para pregonar controles de precios y salarios por parte del Estado.


  Hasta los Estados Unidos habían aplicado controles de precios por algún tiempo, con resultados tan malos como en todos los otros lugares donde se habían intentado y se siguieron intentando.


  El tercer gobierno peronista puso en marcha un plan que tenía el objetivo de lograr “inflación cero”. Lamentablemente, se trató de alcanzar este loable propósito con una nueva estrategia de inflación reprimida, más extrema que la que el primer gobierno de Perón había aplicado un cuarto de siglo antes.


  Nuevamente se otorgaron desde el Estado aumentos de salarios no compatibles con la productividad de los sectores de la economía bajo términos del intercambio externo normales.


  Por segunda vez en el siglo, un gobierno peronista llegaba al poder en coincidencia con un aumento de los precios de nuestros productos de exportación, que se iba a revertir en corto tiempo.


  Los términos del intercambio muy favorables, cuando comenzó a aplicarse la estrategia de inflación cero, crearon la expectativa de que los ingresos de los trabajadores podrían aumentar mucho más de lo que la realidad posterior demostró posible.


  También aumentó mucho el gasto público y la emisión monetaria asociada no sólo al financiamiento del presupuesto público, que esta vez fue deficitario desde el principio, sino también para dar crédito al sector privado.


  El acuerdo social a través del cual los empresarios comprometieron el congelamiento de sus precios de venta implicó el otorgamiento de redescuentos al sistema bancario, para que éste pudiera otorgar crédito a tasas bajas de interés a los productores de todos los sectores.


  Se volvieron a aplicar fuertes impuestos a las exportaciones agropecuarias, que empezaron siendo muy gravosos para los productores, especialmente cuando los precios de exportación comenzaron a disminuir y se encarecieron los insumos del sector.


  La estrategia no fue muy diferente de la aplicada desde 1946, pero fue más extrema y agotó sus efectos positivos en un período muy corto.


  Hacia mediados de 1975, cuando Perón había fallecido y gobernaba María Estela Martínez de Perón, el gobierno intentó producir un sinceramiento de los precios y aplicar un plan de estabilización ortodoxo.


  La debilidad política del gobierno y la incapacidad para lograr que sus anuncios fueran creíbles para la población determinaron que lo que pasó a la historia como el “Rodrigazo” terminara siendo no el comienzo de un plan de estabilización sino el acto inaugural de un período de inestabilidad extrema que duró quince años. (Pido disculpas a los descendientes de Celestino Rodrigo, quien fue ministro de Economía durante algunas semanas y a quien le tocó “destapar la olla”, por verme obligado a utilizar el nombre con el que ya registra la historia este acontecimiento. Él no fue responsable de los efectos ulteriores de sus medidas.)


  Las circunstancias políticas y económicas que enmarcaron aquel intento determinaron que el ajuste ineludible de 1975 pusiera a la Argentina al borde de la hiperinflación e inaugurara un período de quince años que terminó en hiperinflación.


  En este segundo episodio de inflación reprimida los efectos económicos, políticos y sociales se vivieron sólo muy parcialmente durante el gobierno peronista, porque menos de un año después del Rodrigazo un nuevo golpe militar derrocaría al gobierno de la señora de Perón y, como ya había ocurrido después del primer gobierno peronista, sobrevino un largo período de confusión que impidió que la gente pudiera asignar correctamente responsabilidades políticas y consiguiera discernir entre verdad y mentira.


  Es precisamente en este período de quince años en el que los argentinos podemos descubrir en la inflación el carácter de enfermedad maligna no sólo de la economía, sino de la sociedad, en un sentido integral.


  LA INFLACIÓN DESORGANIZA A LA SOCIEDAD



  Si algo caracterizó a la sociedad argentina entre 1975 y 1990 fue el grado extremo de desorganización económica y social en que vivimos.


  La gente perdió confianza en las instituciones económicas y políticas y padecimos un permanente clima de conflicto social. La inflación fue la causa principal de este grado extremo de desorganización.


  Los trabajadores organizados en sindicatos bregaban por conseguir aumentos de salarios que compensaran el aumento del costo de la vida, pero cuando comenzaban a cobrarlos los precios ya habían vuelto a aumentar.


  “Mientras los salarios subían por la escalera, los precios lo hacían por el ascensor.” Esta descripción tan elocuente, que el anecdotario popular atribuye a Perón, nunca fue más cierta que durante este período de quince años de inflación galopante.


  Los jubilados veían disminuir el poder adquisitivo de sus jubilaciones a un ritmo inusitado. Nunca tuvieron jubilaciones tan bajas, en relación con el costo de vida, como en ese período. Hacia 1990 millones de jubilados habían recurrido a los estrados judiciales para reclamar el ajuste de sus jubilaciones y el pago de lo que se les adeudaba por incumplimiento de las leyes previsionales. Los trabajadores no organizados, es decir aquellos que obtenían sus ingresos a través de changas o sólo conseguían empleos en la economía informal, sufrían pérdidas de ingresos casi al mismo ritmo que los jubilados.
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